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Según el Abogado General, Sr. Cruz Villalón, la Directiva sobre la conservación de 
datos es incompatible con la Carta de los Derechos Fundamentales 

Sin embargo, propone suspender los efectos de la declaración de invalidez para que el legislador 
de la Unión pueda adoptar, en un plazo razonable, las medidas necesarias para subsanar la 

invalidez declarada 

En sus conclusiones presentadas hoy, el Abogado General, D. Pedro Cruz Villalón, considera que 
la Directiva sobre la conservación de datos 1 es en su conjunto incompatible con el requisito, 
consagrado por la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea, de que cualquier 
limitación del ejercicio de un derecho fundamental sea establecida por la ley. 

Según el Abogado General, la Directiva constituye una injerencia caracterizada en el derecho 
fundamental de los ciudadanos al respeto de la vida privada, al establecer la obligación de 
que los proveedores de servicios de comunicaciones telefónicas o electrónicas recaben y 
conserven los datos de tráfico y localización de dichas comunicaciones. 2 

El Abogado General señala, a este respecto, que la explotación de esos datos puede permitir 
determinar de manera tan fiel como exhaustiva una parte importante de los comportamientos de 
una persona pertenecientes estrictamente a su vida privada, o incluso un retrato completo y 
preciso de su identidad privada. Además, existe un mayor riesgo de que los datos conservados se 
utilicen con fines ilícitos, potencialmente lesivos para la vida privada o incluso fraudulentos o 
malintencionados. En efecto, los datos no son conservados por las autoridades públicas, ni 
siquiera bajo su control directo, sino por los propios proveedores de servicios de comunicaciones 
electrónicas. Además, la Directiva no establece que los datos deban conservarse en el territorio de 
un Estado miembro. En consecuencia, estos datos pueden acumularse en lugares indeterminados 
del ciberespacio. 

Teniendo en cuenta esta injerencia caracterizada, la Directiva habría debido, en primer 
lugar, definir los principios fundamentales que debían regir la definición de las garantías 
mínimas que regulasen el acceso a los datos recabados y conservados y su explotación. 3 

                                                 
1
 Directiva 2006/24/CE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 15 de marzo de 2006, sobre la conservación de datos 

generados o tratados en relación con la prestación de servicios de comunicaciones electrónicas de acceso público o de 
redes públicas de comunicaciones y por la que se modifica la Directiva 2002/58/CE (DO L 105, p. 54). 
2
 Y no, en cambio, su contenido, es decir, la propia información comunicada. 

3
 De este modo, correspondía al legislador de la Unión, en particular, orientar la descripción de las actividades delictivas 

que pueden justificar el acceso de las autoridades nacionales competentes a los datos recabados y conservados con un 
grado de precisión mayor que el de la expresión «delitos graves». Habría sido necesario que el legislador de la Unión 
orientara el modo en que los Estados miembros deben regular la autorización de acceso a los datos recabados y 
conservados, limitando dicho acceso únicamente a las autoridades judiciales o cuando menos a autoridades 
independientes o, a falta de dicha limitación, sometiendo las solicitudes de acceso al control de las autoridades 
judiciales o de autoridades independientes, y que exigiese un examen individual de las solicitudes de acceso para limitar 
los datos comunicados a lo estrictamente necesario. Asimismo, cabía esperar que fijara como principio la posibilidad de 
que los Estados miembros establecieran excepciones al acceso a los datos conservados en determinadas 
circunstancias excepcionales, o incluso requisitos de acceso más estrictos en los supuestos en los que tal acceso 
pudiera vulnerar derechos fundamentales garantizados por la Carta, como en el contexto del derecho al secreto médico. 
El legislador de la Unión habría debido establecer el principio de que las autoridades facultadas para acceder a los 
datos tengan la obligación, por una parte, de eliminarlos cuando hayan dejado de ser útiles y, por otra, de informar de 



Sin embargo, la Directiva –que no regula el acceso a los datos recabados y conservados ni su 
explotación– asigna a los Estados miembros la responsabilidad de definir y establecer esas 
garantías. Por consiguiente, la Directiva no cumple el requisito exigido por la Carta de que toda 
limitación del ejercicio de un derecho fundamental sea establecida por la ley. En efecto, este 
requisito va más allá de una exigencia puramente formal. De este modo, cuando el legislador de la 
Unión adopta, como en el caso de la Directiva sobre la conservación de datos, 4 un acto que 
establece obligaciones que constituyen injerencias caracterizadas en los derechos fundamentales 
de los ciudadanos de la Unión, debe asumir su parte de responsabilidad definiendo al menos los 
principios que deben presidir la definición, establecimiento, aplicación y control del respeto de las 
garantías necesarias. Precisamente es esta regulación lo que permite apreciar el alcance de lo 
que esta injerencia en el derecho fundamental supone en concreto y puede por tanto dar lugar a 
que sea o no constitucionalmente admisible. 

Además, el Abogado General Cruz Villalón considera que la Directiva sobre la conservación de 
datos es incompatible con el principio de proporcionalidad 5 en la medida en que exige a 
los Estados miembros que garanticen que los datos se conserven durante un período de 
hasta dos años. 6 

En su opinión, esta Directiva persigue un fin último perfectamente legítimo, como el de garantizar 
la disponibilidad de los datos recabados y conservados con fines de investigación, detección y 
enjuiciamiento de delitos graves, y puede considerarse adecuada e incluso necesaria para la 
realización de este objetivo, siempre que se acompañe de las debidas garantías. 

Sin embargo, el Abogado General no ha encontrado en las distintas posturas presentadas al 
Tribunal de Justicia que defienden la proporcionalidad del período de conservación de datos 
ninguna justificación suficiente para que el período de conservación de datos que deben fijar los 
Estados miembros no deba mantenerse dentro de un límite inferior a un año. 

En lo que respecta a los efectos en el tiempo de la declaración de invalidez, el Abogado 
General propone, después de ponderar los distintos intereses en juego, suspender los efectos de 
la declaración de invalidez de la Directiva hasta que el legislador de la Unión pueda adoptar las 
medidas necesarias para subsanar la invalidez declarada, medidas que deberán adoptarse en un 
plazo razonable. 

A este respecto, señala que, por un lado, la pertinencia e incluso la urgencia de los fines últimos 
de la restricción de los derechos fundamentales de que se trata no puede ponerse en duda. Por 
otro lado, la invalidez constatada reviste un carácter singular. Por una parte, la Directiva es 
inválida por la falta de regulación suficiente de las garantías que rigen el acceso a los datos 
recabados y conservados y su explotación (calidad de la ley), la cual puede, sin embargo, haberse 
corregido en el marco de las medidas de transposición adoptadas por los Estados miembros. Por 
otra parte, como se deduce de la documentación aportada al Tribunal de Justicia, los Estados 
miembros han ejercido en general sus competencias con moderación en lo que respecta a la 
duración máxima de conservación de los datos. 

Las conclusiones presentadas hoy corresponden a dos procedimientos prejudiciales incoados, 
respectivamente, por la High Court of Ireland (Irlanda) y el Verfassunsgerichtshof (Tribunal 
Constitucional de Austria). 

La High Court debe pronunciarse sobre un litigio entre Digital Rights Ireland Ltd., sociedad de 
responsabilidad limitada que tiene por objeto social la promoción y protección de los derechos 

                                                                                                                                                                  
dicho acceso a las personas afectadas, al menos a posteriori, una vez excluido el riesgo de que esa información pueda 
menoscabar la eficacia de las medidas que justifican la explotación de dichos datos. 
4
 El Abogado General señala, a este respecto, que la Directiva sobre la conservación de datos no es una directiva que 

se limita a armonizar disposiciones invariablemente adoptadas por la generalidad de los Estados miembros, sino que 
establece ella misma una obligación de conservación de datos. 
5
 Según se establece en la Carta. Por otra parte, el Abogado General examina la Directiva también desde el punto de 

vista de la proporcionalidad en el sentido del artículo 5, apartado 4, del Tratado de la Unión Europea. 
6
 Además, la Directiva dispone que el período de conservación no podrá ser en ningún caso inferior a seis meses. 



civiles y de los derechos humanos, en particular en el ámbito de las tecnologías de comunicación 
modernas, y las autoridades irlandesas. En el marco de este litigio, Digital Rights, que declara ser 
titular de un teléfono móvil, alega que las autoridades irlandesas trataron, conservaron y 
controlaron ilegalmente los datos relativos a sus comunicaciones. 

El Verfassunsgerichtshof debe resolver los tres recursos interpuestos, respectivamente, por el 
Gobierno del Land de Carintia, el Sr. Michael Seitlinger y 11.130 demandantes que alegan que la 
Ley de telecomunicaciones austriaca es contraria a la Constitución austriaca. 

 

NOTA: Las conclusiones del Abogado General no vinculan al Tribunal de Justicia. La función del Abogado 
General consiste en proponer al Tribunal de Justicia, con absoluta independencia, una solución jurídica al 
asunto del que se ocupa. Los jueces del Tribunal de Justicia comienzan ahora sus deliberaciones sobre 
este asunto. La sentencia se dictará en un momento posterior. 
 
NOTA: La remisión prejudicial permite que los tribunales de los Estados miembros, en el contexto de un 
litigio del que estén conociendo, interroguen al Tribunal de Justicia acerca de la interpretación del Derecho 
de la Unión o sobre la validez de un acto de la Unión. El Tribunal de Justicia no resuelve el litigio nacional, y 
es el tribunal nacional quien debe resolver el litigio de conformidad con la decisión del Tribunal de Justicia. 
Dicha decisión vincula igualmente a los demás tribunales nacionales que conozcan de un problema similar. 
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